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T	E	M	A	R	I	O

Grupo	I:	Materias	comunes

Tema	 1.–	 La	 Constitución	 Española	 de	 1978:	 estructura	 y	 contenido.	 Los	 principios
constitucionales	y	valores	superiores.	Los	derechos	y	deberes	fundamentales.	Sus	garantías
y	suspensión.	Reforma	de	la	Constitución.	El	Tribunal	Constitucional.

Tema	2.–	La	Corona.	Funciones	constitucionales	del	Rey	o	de	la	Reina.	Sucesión	y	regencia.
Las	Cortes	Generales:	composición,	atribuciones	y	funcionamiento.	El	Poder	Judicial.	La
organización	judicial	española.	Otros	órganos	constitucionales:	el	Defensor	del	Pueblo	y	el
Tribunal	de	Cuentas.

Tema	 3.–	 El	 Gobierno	 y	 la	 Administración.	 La	 Administración	 General	 del	 Estado:
regulación	y	organización.

Tema	 4.–	 Organización	 territorial	 del	 Estado	 en	 la	 Constitución	 (I):	 Comunidades
autónomas	y	Estatutos	de	Autonomía.	Especial	referencia	a	la	Comunidad	de	Castilla	y
León:	instituciones	de	Gobierno	y	competencias	en	el	Estatuto.

Tema	5.–	Organización	territorial	del	Estado	en	la	Constitución	(II):	las	Entidades	locales.
El	principio	de	autonomía	local.

Tema	6.–	La	Unión	Europea.	Las	instituciones	comunitarias:	el	Consejo	Europeo,	el	Consejo
de	la	Unión	Europea,	el	Parlamento	Europeo,	la	Comisión	Europea	y	el	Tribunal	de	Justicia
de	la	Unión	Europea.

Tema	7.–	Las	Entidades	locales:	tipología.	Régimen	local	español:	contenido	y	principios
generales	de	la	Ley	de	Bases	de	Régimen	Local	y	de	la	Ley	de	Haciendas	Locales.

Tema	8.–	La	organización	política	y	administrativa	del	Ayuntamiento	de	Valladolid	(I):	el
Pleno,	el	Alcalde,	los	Tenientes	de	Alcalde	y	la	Junta	de	Gobierno	Local.

Tema	9.–	La	organización	política	y	administrativa	del	Ayuntamiento	de	Valladolid	(II):	la
Administración	Pública.	La	Secretaría	General.	La	Intervención	General.	La	Tesorería.	El
Consejo	Económico‐Administrativo.	La	Asesoría	Jurídica.	Las	Fundaciones	y	Sociedades
Municipales.	La	Agencia	de	Innovación	y	Desarrollo	Económico	de	Valladolid.

Tema	10.–	La	organización	política	y	administrativa	del	Ayuntamiento	de	Valladolid	(III):
las	Áreas	de	Gobierno	y	su	estructura	interna.	Órganos	superiores	y	directivos	de	las	Áreas
de	Gobierno.	Número	y	denominación	de	las	actuales	Áreas	de	Gobierno.

Tema	 11.–	 Las	 fuentes	 del	 derecho	 administrativo	 (I):	 La	 jerarquía	 de	 fuentes.	 La
Constitución.	La	Ley.	Disposiciones	normativas	con	fuerza	de	Ley.	El	derecho	comunitario.
El	reglamento.



Tema	12.–	Las	fuentes	del	derecho	administrativo	(II).	Ordenanzas	y	reglamentos	de	las
Entidades	 locales.	 Procedimiento	 de	 elaboración	 y	 aprobación.	 Especial	 referencia	 al
Ayuntamiento	de	Valladolid.

Tema	13.–	El	acto	administrativo:	características	generales.	Requisitos.	La	motivación	de
los	 actos	 administrativos.	 Validez	 y	 eficacia.	 Nulidad	 y	 anulabilidad.	 Notificación	 y
publicación.

Tema	 14.–	 Los	 recursos	 administrativos.	 Concepto	 y	 clases.	 La	 revisión	 de	 oficio	 y	 la
declaración	de	lesividad.

Tema	15.–	El	procedimiento	sancionador.	Principios	de	la	potestad	sancionadora.	Clases
de	 infracciones	 y	 sanciones.	 La	 responsabilidad	 patrimonial	 de	 las	 Administraciones
públicas.

Tema	16.–	 El	 procedimiento	 administrativo	 común:	 concepto,	 naturaleza	 y	 principios
generales.	Fases	del	procedimiento:	iniciación,	ordenación,	instrucción	y	finalización.	La
obligación	de	resolver.	El	silencio	administrativo.

Tema	17.–	El	régimen	jurídico	del	sector	público:	principios	de	actuación	y	funcionamiento.
La	 atribución	 de	 competencias	 a	 los	 órganos	 administrativos:	 delegación,
desconcentración,	avocación,	encomienda	de	gestión,	delegación	de	firma	y	suplencia.	Los
órganos	colegiados.

Tema	18.–	Los	contratos	administrativos.	Disposiciones	generales	sobre	la	contratación	del
sector	público.	Delimitación	de	los	tipos	contractuales.	Tipos	de	tramitación	y	formas	de
adjudicación	de	los	contratos	administrativos.

Tema	 19.–	 El	 Presupuesto	municipal:	 concepto	 y	 estructura.	 Ordenación	 de	 gastos	 y
ordenación	de	pagos.	Órganos	competentes.

Tema	20.–	El	personal	al	servicio	de	las	Entidades	locales:	clases	de	personal	al	servicio	de
las	Entidades	locales.	Adquisición	pérdida	de	la	condición	de	funcionario.	El	sistema	de
derechos	y	deberes	en	el	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público.

Grupo	II.–	Materias	específicas

Tema	21.–	La	atención	al	público.	Acogida	e	 información	a	 los	 ciudadanos	y	usuarios.
Atención	a	las	personas	con	discapacidad.

Tema	22.–	La	información	administrativa:	general	y	particular.	La	calidad	en	la	prestación
de	estos	servicios.	Iniciativas,	reclamaciones	y	quejas.

Tema	23.–	La	administración	electrónica	en	las	funciones	de	información	y	atención	al
ciudadano.	 El	 teléfono	 de	 atención	 010.	 La	 Sede	 Electrónica	 del	 Ayuntamiento	 de
Valladolid.



Tema	24.–	El	Registro	de	documentos:	funciones.	Conceptos	de	presentación,	recepción,
entrada	y	salida	de	documentos.	Formas	de	presentación	de	documentos.	La	utilización	de
las	TIC’s	para	la	presentación	de	documentos:	la	presentación	telemática.

Tema	25.–	El	archivo	de	los	documentos	administrativos:	clases	de	archivos	y	criterios	de
ordenación.	El	acceso	a	 los	documentos	administrativos:	 sus	 limitaciones	y	 formas	de
acceso.

Tema	26.–	La	Transparencia	administrativa,	legislación	y	especial	referencia	a	su	aplicación
en	el	Ayuntamiento	de	Valladolid.	La	protección	de	datos	de	carácter	personal.

Tema	27.–	La	Ley	Orgánica	3/2007,	de	22	de	marzo,	para	la	igualdad	efectiva	de	mujeres
y	hombres.	Objeto	y	ámbito	de	la	ley.	El	principio	de	igualdad	en	el	empleo	público.

Tema	28.–	La	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales:	objeto
y	ámbito	de	aplicación.	Riesgos	y	medidas	preventivas	asociadas	al	puesto	de	trabajo	a
desempeñar.

‐o‐o‐o0o‐o‐o‐
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TEMA	1.–	LA	CONSTITUCIÓN:	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO.	LOS	PRINCIPIOS
CONSTITUCIONALES	Y	VALORES	SUPERIORES.	LOS	DERECHOS	Y	DEBERES

FUNDAMENTALES.	SUS	GARANTÍAS	Y	SUSPENSIÓN.	REFORMA	DE
LA	CONSTITUCIÓN.	EL	TRIBUNAL	CONSTITUCIONAL.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	cerrado	el	texto	de	la	Constitución	por	las	Cortes	Generales	el	31	de	octubre	de	1978,	mediante	Real
Decreto	2550/1978	se	convocó	el	Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo
lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se	llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.
El	Proyecto	fue	aprobado	por	el	87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	 configuración	del	poder	 judicial	 y	 sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.–	LA	CORONA.	FUNCIONES	CONSTITUCIONALES	DEL	REY	O	DE	LA	REINA.
SUCESIÓN	Y	REGENCIA.	LAS	CORTES	GENERALES:	COMPOSICIÓN,	ATRIBUCIONES

Y	FUNCIONAMIENTO.	EL	PODER	JUDICIAL.	LA	ORGANIZACIÓN	JUDICIAL
ESPAÑOLA.	OTROS	ÓRGANOS	CONSTITUCIONALES:	EL	DEFENSOR

DEL	PUEBLO	Y	EL	TRIBUNAL	DE	CUENTAS.

1.‐	LA	CORONA

El	artículo	1.3	de	la	Constitución	establece	que	la	forma	política	del	Estado	español	es	la	Monarquía	Parla‐
mentaria.	Esta	definición	implica	que	el	Rey,	aún	cuando	ostenta	el	cargo	de	Jefe	del	Estado,	está	sometido
al	Parlamento,	siéndole	de	aplicación	la	máxima	de	que	“El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”.	En	desarrollo	de	lo
dispuesto	en	el	mencionado	artículo	1.3,	el	Título	II	de	la	Constitución	(arts.	56	a	65)	se	encabeza	con	el
enunciado		“De	la	Corona”	que	es	el	nombre	clásico	para	indicar	el	conjunto	de	prerrogativas	y	funciones	que
corresponden	a	la	Monarquía,	personalizada	en	el	Rey.

La	Corona,	 término	adoptado	del	constitucionalismo	comparado,	es	 la	denominación	específica	que	en
España	se	le	ha	dado	a	un	órgano	constitucional:	la	Jefatura	del	Estado.	Este	órgano	constitucional	es,	pues,
un	órgano	del	Estado	cuyo	titular	es	el	Rey	y	al	que	se	le	atribuyen	funciones	propias	y	diferenciadas	de	las
del	resto	de	los	poderes	del	Estado.

La	Corona	está	regulada	en	el	Título	II	de	la	Constitución	(arts.	56	a	65),	con	el	contenido	siguiente.

CARACTERÍSTICAS.‐	El	Rey	es	el	Jefe	del	Estado,	símbolo	de	su	unidad	y	permanencia,	arbitra	y	modera	el
funcionamiento	regular	de	las	instituciones,	asume	la	más	alta	representación	del	Estado	español	en	las
relaciones	 internacionales,	 especialmente	 con	 las	 naciones	 de	 su	 comunidad	histórica,	 y	 ejerce	 las
funciones	que	le	atribuyen	expresamente	la	Constitución	y	las	leyes.

Su	título	es	el	de	Rey	de	España	y	podrá	utilizar	los	demás	que	correspondan	a	la	Corona.

La	persona	del	Rey	es	inviolable	y	no	está	sujeta	a	responsabilidad.	Sus	actos	estarán	siempre	refrenda‐
dos	en	la	forma	establecida	en	la	Constitución,	careciendo	de	validez	sin	dicho	refrendo	(salvo	lo	dispues‐
to	sobre	distribución	del	presupuesto	para	el	sostenimiento	de	su	Familia	y	Casa,	y	el	nombramiento	y
cese	de	los	miembros	civiles	y	militares	de	la	Casa	Real,	pues	se	trata	de	actos	que	serán	realizados
libremente	por	el	Rey).

SUCESIÓN.‐	La	Corona	de	España	es	hereditaria	en	los	sucesores	de	S.	M.	Don	Juan	Carlos	I	de	Borbón,
legítimo	heredero	de	la	dinastía	histórica.	La	sucesión	en	el	trono	seguirá	el	orden	regular	de	primogeni‐
tura	y	representación,	siendo	preferida	siempre	la	línea	anterior	a	las	posteriores;	en	la	misma	línea,	el
grado	más	próximo	al	más	remoto;	en	el	mismo	grado,	el	varón	a	la	mujer,	y	en	el	mismo	sexo,	la	persona
de	más	edad	a	la	de	menos.	El	Príncipe	heredero,	desde	su	nacimiento	o	desde	que	se	produzca	el	hecho
que	origine	el	llamamiento,	tendrá	la	dignidad	de	Príncipe	de	Asturias	y	los	demás	títulos	vinculados
tradicionalmente	al	sucesor	de	la	Corona	de	España.
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TEMA	3.‐	EL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN.	LA	ADMINISTRACIÓN
GENERAL	DEL	ESTADO:	REGULACIÓN	Y	ORGANIZACIÓN.

1.‐	EL	GOBIERNO

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

El	Gobierno	constituye,	junto	con	la	Administración,	el	Poder	Ejecutivo,	y	equivale	al	Consejo	de	Ministros,
y	respecto	del	mismo	la	Constitución	señala	que	el	Gobierno	dirige	la	política	interior	y	exterior,	la	Adminis‐
tración	Civil	y	Militar	y	la	defensa	del	Estado,	ejerciendo	la	función	ejecutiva	y	la	potestad	reglamentaria	de
acuerdo	con	la	Constitución	y	las	Leyes.

Los	principios	que	configuran	su	funcionamiento	son	tres:	el	principio	de	dirección	presidencial,	que	otorga
al	Presidente	del	Gobierno	la	competencia	para	determinar	las	directrices	políticas	que	deberá	seguir	el
Gobierno	y	cada	uno	de	los	Departamentos;	la	colegialidad	y	consecuente	responsabilidad	solidaria	de	sus
miembros,	y	el	principio	de	organización	departamental	que	otorga	al	titular	de	cada	Departamento	(Ministe‐
rio)	una	amplia	autonomía	y	responsabilidad	en	el	ámbito	de	su	respectiva	gestión.

Por	su	parte,	la	Administración	Pública	puede	entenderse	básicamente	desde	una	perspectiva	funcional	o
de	actividad	y	desde	una	perspectiva	orgánica:

‐Funcional.‐	En	este	sentido	administración	hace	referencia	a	un	concepto	dinámico	que	se	contrapone
a	otras	formas	de	manifestación	del	Poder	Público,	como	la	función	legislativa	o	la	jurisdiccional.

‐Orgánica.‐	Desde	esta	perspectiva	se	considera	a	la	Administración	como	el	conjunto	de	órganos	o
instituciones	que	llevan	a	cabo	esa	actividad	que	se	estima	administrativa.

Atendiendo	a	su	sentido	etimológico	o	vocablo	Administrar		proviene	del	latín	"ad	ministrare”	que	significa
servir.	El	diccionario	de	Lengua	Española,	por	su	parte	emplea	el	término	administrar	como	equivalente	a
gobernar,	regir,	o	cuidar,	y	el	administrador	es	la	persona	que	administra	bienes	ajenos.

En	consecuencia,	Administración,	por	su	raíz	etimológica	recoge	dos	ideas	fundamentales:	las	de	gestión	y
subordinación,	pues	la	función	administrativa	supone	una	actividad	gestora	(esto	es,	de	realización	de	fines
mediante	el	empleo	de	medios	pertinentes),	y	una	actividad	subordinada,	en	cuanto	que	esos	fines	y	esos
medios	vienen	predeterminados	por	consideraciones	superiores	de	tipo	político.	A	ello	se	añade	la	nota	de
alteridad,	ya	que	la	acción	administrativa	se	ejerce,	normalmente,	respecto	de	bienes	o	intereses	que	no	son
propios	sino,	muy	al	contrario,	ajenos:	los	de	la	comunidad.

La	Administración	Pública	se	presenta	en	nuestro	ordenamiento	jurídico	totalmente	organizada,	como	un
auténtico	órgano	del	Estado,	siendo	los	funcionarios	simples	agentes	de	dicha	organización.	La	Administra‐
ción	Pública	no	es	representante	de	la	comunidad,	como	ocurre	al	Parlamento,	sino	una	organización	puesta
su	servicio.	Así	la	Constitución,	al	referirse	a	la	Administración,	además	de	subrayar	como	primera	nota
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TEMA	4.‐	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO	EN	LA	CONSTITUCIÓN	(I):
COMUNIDADES	AUTÓNOMAS	Y	ESTATUTOS	DE	AUTONOMÍA.	ESPECIAL
REFERENCIA	A	LA	COMUNIDAD	DE	CASTILLA	Y	LEÓN:	INSTITUCIONES

DE	GOBIERNO	Y	COMPETENCIAS	EN	EL	ESTATUTO.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	Constitución	de	1978	reconoció	y	garantizó	el	derecho	a	la	autonomía	de	las	nacionalidades	y	regiones
que	integran	la	nación	española	y	la	solidaridad	entre	todas	ellas.	El	desarrollo	de	las	previsiones	constitucio‐
nales	ha	conducido	a	una	profunda	transformación	de	la	organización	territorial	del	Estado,	mediante	la
creación	de	las	Comunidades	Autónomas	y	las	Ciudades	Autónomas	de	Ceuta	y	Melilla,	con	el	consiguiente
proceso	de	redistribución	del	poder	político	y	administrativo	entre	las	instancias	centrales	y	las	autonómicas.
El	resultado	de	este	proceso	ha	convertido	a	España	en	uno	de	los	países	más	descentralizados	de	Europa.

Cada	Comunidad	Autónoma	tiene	su	Estatuto	de	Autonomía,	aprobado	por	ley	orgánica,	que	es	la	norma
institucional	básica	de	la	Comunidad,	reguladora	de	aspectos	esenciales	como	la	organización	y	el	funciona‐
miento	de	su	Parlamento	y	de	su	Gobierno,	las	competencias	que	la	Comunidad	asume,	su	Administración,
las	señas	de	identidad	y	los	hechos	diferenciales	tales	como	la	lengua	o	el	derecho	civil	y	las	relaciones	con
el	Estado	y	con	otras	Comunidades	Autónomas.

El	reparto	de	competencias	entre	el	Estado	y	las	Comunidades	Autónomas	está	basado	en	la	distinción	entre
las	competencias	exclusivas	del	Estado	o	de	las	Comunidades	Autónomas,	las	competencias	compartidas
entre	el	Estado	y	las	Comunidades	Autónomas	y	las	competencias	concurrentes,	en	las	cuales	tanto	el	Estado
como	las	Comunidades	Autónomas	pueden	intervenir.	Las	competencias	exclusivas	comprenden	la	potestad
legislativa	y	la	capacidad	de	ejecución,	mientras	que	las	competencias	compartidas	pueden	implicar	una
diferente	distribución	de	la	potestad	legislativa	y	reglamentaria	entre	Estado	y	Comunidades	Autónomas,
las	cuales	suelen	disponer	de	la	capacidad	ejecutiva	en	estos	casos.	En	caso	de	que	se	produzca	un	conflicto
de	competencias,	corresponde	resolverlo	al	Tribunal	Constitucional,	como	en	otros	Estados	políticamente
descentralizados.

El	sistema	de	gobierno	de	las	Comunidades	Autónomas	es	de	naturaleza	parlamentaria,	siendo	sus	institucio‐
nes	básicas	el	Parlamento,	el	presidente	de	la	Comunidad	y	el	Gobierno	autonómico.

Desde	el	punto	de	vista	económico	y	financiero,	las	Comunidades	Autónomas	disponen	de	una	gran	autono‐
mía	de	gestión,	con	capacidad	para	aprobar	sus	propios	presupuestos	anuales	y	para	determinar	sus	recur‐
sos	propios	mediante	tributos,	tasas	y	recargos.	El	sistema	general	de	financiación	de	las	Comunidades
Autónomas,	que	comprende	además	los	tributos	cedidos	por	el	Estado	y	la	participación	en	los	tributos
estatales,	se	fija	de	forma	multilateral	por	el	Estado	y	las	Comunidades	Autónomas,	garantizando	a	través
de	diversos	mecanismos	financieros	la	solidaridad	interterritorial	y	un	nivel	mínimo	igual	en	la	prestación
de	los	servicios	públicos	fundamentales	en	todo	el	territorio	español.	Además,	la	Comunidad	Autónoma	del
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TEMA	5.‐	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO	EN	LA	CONSTITUCIÓN	(II):
LAS	ENTIDADES	LOCALES.	EL	PRINCIPIO	DE	AUTONOMÍA	LOCAL.

1.‐	INTRODUCCIÓN

Dentro	de	las	instancias	con	autonomía	política	que	componen	el	Estado,	las	Entidades	Locales	constituyen
el	último	escalón	en	los	niveles	de	autogobierno	que	se	reconocen	en	la	organización	territorial	por	debajo
de	las	CC.AA.	

La	Constitución	Española,	en	el	diseño	de	la	organización	territorial	del	Estado	que	se	dispone	en	SU	Título
VIII,	reconoce	la	autonomía	de	los	municipios	y	provincias	para	la	gestión	de	sus	respectivos	intereses,	en
los	mismos	términos	que	a	 las	Comunidades	Autónomas	(art.	137	CE),	si	bien	el	alcance	de	una	y	otra
difieren	al	concretarse	a	lo	largo	de	los	Capítulos	II	y	III	de	dicho	Título.	

Se	reconoce	así	a	las	entidades	públicas	que	cuenta	con	una	mayor	tradición	histórica	en	nuestra	organiza‐
ción	del	poder	público,	ya	que	se	remontan	a	los	fueros	municipales	que	comenzaron	a	otorgarse	en	la	Alta
Edad	Media.	Su	evolución	a	partir	del	régimen	constitucional	se	ha	caracterizado	por	la	progresiva	intensifi‐
cación	de	la	autonomía	y	del	carácter	democrático	de	sus	instituciones	que	se	inició	con	el	reconocimiento
en	la	Constitución	de	1812	de	las	Diputaciones	y	los	Ayuntamientos	como	entidades	territoriales	a	nivel	local,
con	algunas	de	las	características	que	se	han	mantenido	hasta	la	actualidad	–en	concreto,	un	cierto	nivel	de
autoadministración	y	una	organización	basada	en	una	asamblea	electiva	presidida	por	un	Jefe	o	Alcalde–,
pero	sin	una	verdadera	autonomía	al	encontrarse	bajo	la	dependencia	del	Estado.

Su	evolución	a	lo	largo	del	siglo	XIX	osciló	entre	períodos	de	mayor	o	menor	autonomía,	así	como	de	elección
o	designación	de	sus	titulares,	que	no	contribuyeron	a	aportar	estabilidad	a	estas	instituciones	que	sufrieron,
además,	un	progresivo	desgaste	en	sus	recursos	a	favor	del	Estado	al	que,	en	última	instancia,	se	encontraban
sometidos.	

Ya	en	el	siglo	XX	comenzó	un	período	de	reforma	al	que	contribuyó	el	Estatuto	Municipal	de	Calvo	Sotelo	de
1924	–que	pretendió	democratizar	la	vida	local,	aumentar	sus	competencia	y	mejorar	su	Hacienda–,	y	que
culminó	con	el	reconocimiento	pleno	de	su	autonomía	y	del	carácter	electivo	de	sus	representantes	por
sufragio	popular	bajo	la	Constitución	Republicana	de	1931.	

Estos	logros	desaparecieron	bajo	la	dictadura	franquista,	que	sometió	a	las	Administraciones	locales	estable‐
ciendo	la	designación	gubernativa	de	los	Alcaldes	y	Presidentes,	así	como	la	fiscalización	y	tutela	de	todos
sus	actos.

La	Constitución	Española	de	1978	culmina	la	evolución	de	la	Administración	Local	situándola	en	la	base	de
la	organización	territorial	del	Estado	con	plena	autonomía,	bajo	una	organización	democrática	y	con	autosu‐
ficiencia	 financiera.	Dicho	ello,	ni	 la	 legislación	ni	siquiera	 la	doctrina	ofrecen	un	concepto	unitario	del
término	Administración	Local,	sino	que	una	y	otra	se	limitan	a	enumerar	las	entidades	que	la	integran	y	a
definir	cada	una	de	éstas	por	separado.	No	obstante,	puede	definirse	a	la	Administración	Local	como	el
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TEMA	6.‐	LA	UNIÓN	EUROPEA.	LAS	INSTITUCIONES	COMUNITARIAS:	EL	CONSEJO
EUROPEO,	EL	CONSEJO	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA,	EL	PARLAMENTO	EUROPEO,	LA
COMISIÓN	EUROPEA	Y	EL	TRIBUNAL	DE	JUSTICIA	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA.

1.‐	LA	UNIÓN	EUROPEA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN	Y	NATURALEZA	JURÍDICA

La	UE	es	una	asociación	económica	y	política	singular	de	27	países	europeos	(a
partir	del	Brexit)	que	abarcan	juntos	gran	parte	del	continente.

La	UE	se	 fundó	después	de	 la	Segunda	Guerra	Mundial.	Sus	primeros	pasos
consistieron	en	impulsar	la	cooperación	económica	con	la	idea	de	que,	a	medida
que	aumenta	la	interdependencia	económica	de	los	países	que	comercian	entre	sí,	disminuyen	las	posibilida‐
des	de	conflicto	entre	ellos.	El	resultado	fue	la	Comunidad	Económica	Europea	(CEE),	creada	en	1958,	que
en	principio	suponía	intensificar	la	cooperación	económica	entre	seis	países:	Alemania,	Bélgica,	Francia,
Italia,	Luxemburgo	y	los	Países	Bajos.	Posteriormente,	se	creó	un	gran	mercado	único	que	sigue	avanzando
hacia	el	logro	de	todo	su	potencial.	Pero	lo	que	comenzó	como	una	unión	puramente	económica	también	fue
evolucionando	hasta	llegar	a	ser	una	organización	activa	en	todos	los	campos,	desde	la	ayuda	al	desarrollo
hasta	el	medio	ambiente.	En	1993,	el	cambio	de	nombre	de	CEE	a	UE	(Unión	Europea)	no	hacía	sino	reflejar
esta	transformación.

La	UE	ha	hecho	posible	medio	siglo	de	paz,	estabilidad	y	prosperidad,	ha	contribuido	a	elevar	el	nivel	de	vida
y	ha	creado	una	moneda	única	europea.	Gracias	a	la	supresión	de	los	controles	fronterizos	entre	los	países
de	la	UE,	ahora	se	puede	viajar	libremente	por	la	mayor	parte	del	continente.	Y	también	es	mucho	más	fácil
vivir	y	trabajar	en	el	extranjero	dentro	de	Europa.

La	UE	se	basa	en	el	Estado	de	Derecho.	Esto	significa	que	todas	sus	actividades	se	fundamentan	en	tratados
acordados	voluntaria	y	democráticamente	entre	todos	los	Estados	miembros.	Estos	acuerdos	vinculantes
establecen	los	objetivos	de	la	UE	en	sus	numerosos	ámbitos	de	actividad.

Uno	de	sus	principales	objetivos	es	promover	los	derechos	humanos	tanto	en	la	propia	UE	como	en	el	resto
del	mundo.	Dignidad	humana,	libertad,	democracia,	igualdad,	Estado	de	Derecho	y	respeto	de	los	derechos
humanos	son	sus	valores	fundamentales.	Desde	la	firma	del	Tratado	de	Lisboa	en	2009,	la	Carta	de	los
Derechos	Fundamentales	de	la	UE	reúne	todos	estos	derechos	en	un	único	documento.	Las	instituciones	de
la	UE	están	jurídicamente	obligadas	a	defenderlos,	al	igual	que	los	gobiernos	nacionales	cuando	aplican	la
legislación	de	la	UE.

El	mercado	único	es	el	principal	motor	económico	de	la	UE	y	hace	que	la	mayoría	de	las	mercancías,	servicios,
personas	y	capital	puedan	circular	libremente.	Otro	de	sus	objetivos	esenciales	es	desarrollar	este	enorme
recurso	para	que	los	europeos	puedan	aprovecharlo	al	máximo.
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TEMA	7.‐	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	TIPOLOGÍA.	RÉGIMEN	LOCAL	ESPAÑOL:
CONTENIDO	Y	PRINCIPIOS	GENERALES	DE	LA	LEY	DE	BASES	DE

RÉGIMEN	LOCAL	Y	DE	LA	LEY	DE	HACIENDAS	LOCALES.

NOTA	DE	LA	REDACCIÓN:	La	tipología	de	las	Entidades	Locales	se	ha	desarrollado
en	el	Tema	5,	por	duplicidad	de	contenidos	en	el	programa	oficial.

1.‐	LA	LEY	DE	BASES	DEL	RÉGIMEN	LOCAL

1.1.‐	ESTRUCTURA

La	Ley	7/1985,	de	2	de	abril,	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local,	contiene	11	Títulos,	con	la	siguiente
estructura:

Preámbulo

•	TÍTULO	I.	Disposiciones	generales

•	TÍTULO	II.	El	municipio

CAPÍTULO	I.	Territorio	y	población
CAPÍTULO	II.	Organización
CAPÍTULO	III.	Competencias
CAPÍTULO	IV.	Regímenes	Especiales

•	TÍTULO	III.	La	Provincia

CAPÍTULO	I.	Organización
CAPÍTULO	II.	Competencias
CAPÍTULO	III.	Regímenes	especiales

•	TÍTULO	IV.	Otras	Entidades	locales

•	TÍTULO	V.	Disposiciones	comunes	a	las	Entidades	locales

CAPÍTULO	I.	Régimen	de	funcionamiento
CAPÍTULO	II.	Relaciones	interadministrativas
CAPÍTULO	III.	Impugnación	de	actos	y	acuerdos	y	ejercicio	de	acciones
CAPÍTULO	IV.	Información	y	participación	ciudadanas
CAPÍTULO	V.	Estatuto	de	los	miembros	de	las	Corporaciones	locales
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TEMA	8.‐	LA	ORGANIZACIÓN	POLÍTICA	Y	ADMINISTRATIVA	DEL
AYUNTAMIENTO	DE	VALLADOLID	(I):	EL	PLENO,	EL	ALCALDE,
LOS	TENIENTES	DE	ALCALDE	Y	LA	JUNTA	DE	GOBIERNO	LOCAL.

INTRODUCCIÓN

El	Gobierno	 y	 la	 administración	municipal,	 salvo	 en	 aquellos	municipios	 que	 legalmente	 funcionen	 en
régimen	de	Concejo	Abierto,	corresponde	al	ayuntamiento,	integrado	por	el	Alcalde	y	los	Concejales.

Los	Concejales	son	elegidos	mediante	sufragio	universal,	igual,	libre,	directo	y	secreto,	y	el	Alcalde	es	elegido
por	los	Concejales	o	por	los	vecinos;	todo	ello	en	los	términos	que	establezca	la	legislación	electoral	general.

El	régimen	de	organización	de	los	municipios	de	gran	población	se	ajustará	a	lo	dispuesto	en	el	Título	X
LBRL.	En	lo	no	previsto	por	dicho	Título,	será	de	aplicación	el	régimen	común	regulado	en	los	apartados
siguientes.

La	organización	municipal	responde	a	las	siguientes	reglas:

a)	El	Alcalde,	los	Tenientes	de	Alcalde	y	el	Pleno	existen	en	todos	los	ayuntamientos.

b)	La	Junta	de	Gobierno	Local	existe	en	todos	los	municipios	con	población	superior	a	5.000	habitantes
y	en	los	de	menos,	cuando	así	lo	disponga	su	reglamento	orgánico	o	así	lo	acuerde	el	Pleno	de	su	ayunta‐
miento.

c)	En	los	municipios	de	más	de	5.000	habitantes,	y	en	los	de	menos	en	que	así	lo	disponga	su	reglamento
orgánico	o	lo	acuerde	el	Pleno,	existirán,	si	su	legislación	autonómica	no	prevé	en	este	ámbito	otra	forma
organizativa,	órganos	que	tengan	por	objeto	el	estudio,	informe	o	consulta	de	los	asuntos	que	han	de	ser
sometidos	a	la	decisión	del	Pleno,	así	como	el	seguimiento	de	la	gestión	del	Alcalde,	la	Junta	de	Gobierno
Local	 y	 los	 concejales	que	ostenten	delegaciones,	 sin	perjuicio	de	 las	 competencias	de	 control	que
corresponden	al	Pleno.	Todos	 los	grupos	políticos	 integrantes	de	 la	corporación	tendrán	derecho	a
participar	 en	dichos	 órganos,	mediante	 la	 presencia	 de	 concejales	 pertenecientes	 a	 los	mismos	 en
proporción	al	número	de	Concejales	que	tengan	en	el	Pleno.

d)	La	Comisión	Especial	de	Sugerencias	y	Reclamaciones	existe	en	los	municipios	de	gran	población,	y
en	aquellos	otros	en	que	el	Pleno	así	lo	acuerde,	por	el	voto	favorable	de	la	mayoría	absoluta	del	número
legal	de	sus	miembros,	o	así	lo	disponga	su	Reglamento	orgánico.

e)	La	Comisión	Especial	de	Cuentas	existe	en	todos	los	municipios.

Las	leyes	de	las	comunidades	autónomas	sobre	el	régimen	local	podrán	establecer	una	organización	munici‐
pal	complementaria	a	la	prevista	en	el	número	anterior.
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TEMA	9.‐	LA	ORGANIZACIÓN	POLÍTICA	Y	ADMINISTRATIVA	DEL	AYUNTAMIENTO
DE	VALLADOLID	(II):	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.	LA	SECRETARÍA
GENERAL.	LA	INTERVENCIÓN	GENERAL.	LA	TESORERÍA.	EL	CONSEJO

ECONÓMICO‐ADMINISTRATIVO.	LA	ASESORÍA	JURÍDICA.	LAS	FUNDACIONES
Y	SOCIEDADES	MUNICIPALES.	LA	AGENCIA	DE	INNOVACIÓN

Y	DESARROLLO	ECONÓMICO	DE	VALLADOLID.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	MUNICIPAL

1.1.‐	ESTRUCTURA

La	organización	administrativa	del	Ayuntamiento	de	Valladolid	está	compuesta	por:

‐La	Administración	centralizada,	constituida	por	divisiones	y	órganos	(Áreas)	insertos	en	la	personalidad
jurídica	única	del	Ayuntamiento,	que	pueden	asumir	formas	administrativas	regulares	o	bien	diferenciar‐
se	mediante	modalidades	especiales	de	administración

‐La	Administración	descentralizada,	formada	por	entes	de	Derecho	Público,	dotados	de	personalidad
jurídica	propia,	creados	por	el	Ayuntamiento	por	razones	de	eficacia	en	la	gestión	de	los	servicios	o
actividades	municipales.

La	organización	de	la	administración	centralizada	del	Ayuntamiento	de	Valladolid,	establece	las	directrices
básicas	de	organización	de	dicha	esfera,	tanto	en	su	espacio	indiferenciado	como	en	el	que	se	configure
mediante	órganos	desconcentrados.	La	tipología	orgánica	debe	seguir	la	conformación	interna	de	las	Áreas
de	acuerdo	con	modelos	predeterminados,	que	preservan	la	homogeneidad	de	las	estructuras	municipales
y	atienden	especialmente	a	los	siguientes	criterios:

‐La	organización	de	los	servicios,	unidades	y	dependencias	de	las	Áreas	a	partir	del	criterio	divisional,
sobre	la	base	de	procesos	unitarios	de	trabajo.

‐La	configuración	de	órganos	de	dirección	ejecutiva	y	órganos	y	puestos	de	apoyo	adecuados	para
impulsar	una	planificación	y	programación	a	partir	de	resultados.

‐La	agilización	de	los	procesos	de	reorganización	de	los	servicios	y	unidades	de	las	Áreas	del	Ayunta‐
miento.

‐La	iniciativa	organizadora	de	la	Dirección	de	dichas	Áreas.

Alcaldía.‐	Desde	la	Alcaldía	se	coordina	y	elabora	la	agenda	del	Alcalde,	se	realiza	la	organización	de	actos
públicos	institucionales,	control	de	comunicación	y	la	asesoría	jurídica	relacionada	con	el	Bastanteo	de
poderes	por	el	Secretario	General.
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TEMA	10.‐	LA	ORGANIZACIÓN	POLÍTICA	Y	ADMINISTRATIVA	DEL	AYUNTAMIENTO
DE	VALLADOLID	(III):	LAS	ÁREAS	DE	GOBIERNO	Y	SU	ESTRUCTURA	INTERNA.
ÓRGANOS	SUPERIORES	Y	DIRECTIVOS	DE	LAS	ÁREAS	DE	GOBIERNO.	NÚMERO

Y	DENOMINACIÓN	DE	LAS	ACTUALES	ÁREAS	DE	GOBIERNO.

INTRODUCCIÓN

La	Administración	Municipal	centralizada	se	estructura	en	grandes	divisiones	sectoriales,	correspondientes
a	diferenciaciones	por	materias,	denominadas	Áreas.	Estas	constituyen	órganos	de	iniciativa	en	materia	de
planificación,	organización	y	superior	integración	de	recursos.

Corresponde	al	Alcalde	establecer	las	Áreas	de	actuación	del	Ayuntamiento,	con	su	distribución	competen‐
cial,	así	como	la	organización	de	los	servicios	de	las	mismas.

Las	Áreas	ejercen	sus	 funciones	bajo	 la	dirección	política	de	sus	respectivos	Concejales	Delegados	y	 la
dirección	ejecutiva	gerencial	que	se	atribuye	a	los	Directores	de	Área.

La	amplitud	de	las	funciones	de	las	Áreas	impone	distinguir	en	su	seno	diversas	agrupaciones	de	procesos
de	trabajo,	los	Servicios	o	Departamentos,	que	tenderán	a	englobar	cuantos	órganos	de	base	y	funciones,
tanto	jurídico‐administrativas	como	técnicas,	cooperen	a	la	consecución	de	unos	mismos	resultados.

Los	Servicios	o	Departamentos	se	constituirán	en	centros	de	gastos	natos	e	instancias	idóneas	para	el	control
de	resultados.	Estos	órganos	adoptarán	la	denominación	de	Servicios	en	los	supuestos	de	actividades	en
conexión	directa	con	el	ciudadano,	reservándose	la	de	Departamentos	en	los	sectores	que	proyectan	su
actuación	"ad	intra".

En	el	caso	del	Ayuntamiento	de	Valladolid	se	establecen	10	áreas:

Área	de	Cultura	y	Turismo
Área	de	Educación,	Infancia,	Juventud	e	Igualdad
Área	de	Innovación,	Desarrollo	Económico,	Empleo	y	Comercio
Área	de	Medio	Ambiente	y	Desarrollo	Sostenible
Área	de	Participación	Ciudadana	y	Deportes
Área	de	Planificación	y	Recursos
Área	de	Planeamiento	Urbanístico	y	Vivienda
Área	de	Movilidad	y	Espacio	Urbano
Área	de	Salud	Pública	y	Seguridad	Ciudadana
Área	de	Servicios	Sociales	y	Mediación	Comunitaria

Con	fecha	17	de	junio	de	2019	se	dictó	el	Decreto	nº	4278	para	realizar	las	delegaciones	en	las	distintas
Concejalías.
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TEMA	11.‐	LAS	FUENTES	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	(I):	LA	JERARQUÍA
DE	FUENTES.	LA	CONSTITUCIÓN.	LA	LEY.	DISPOSICIONES	NORMATIVAS
CON	FUERZA	DE	LEY.	EL	DERECHO	COMUNITARIO.	EL	REGLAMENTO.

1.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	Y	SUS	FUENTES

1.1.‐	ORÍGENES,	CONCEPTO	Y	CONTENIDO	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO

El	Derecho	Administrativo	surgió	como	manifestación	de	las	concepciones	jurídicas	de	la	Revolución	france‐
sa	y	como	una	reacción	directa	contra	las	técnicas	de	gobierno	del	absolutismo.	Este	partía	de	un	principio
básico:	la	fuente	de	todo	Derecho	es	la	persona	subjetiva	del	Rey	en	su	condición	de	representante	de	Dios
en	la	comunidad,	lo	que	implica	que	puede	actuar	tanto	por	normas	generales	como	por	actos	singulares	o
por	sentencias	contrarias	a	aquellas.	Los	revolucionarios	rechazaban	tal	situación	afirmando	que	la	fuente
del	Derecho	no	está	en	ninguna	institución	supuestamente	trascendental	a	la	comunidad,	sino	en	esta	misma,
en	su	voluntad	general.	Y	a	la	vez,	sólo	hay	una	forma	legítima	de	expresión	de	esa	voluntad:	la	ley	general,
la	cual	ha	de	determinar	todos	y	cada	uno	de	los	actos	singulares	del	poder.

La	mayor	parte	de	los	conceptos	que	de	Derecho	Administrativo	se	han	dado	vienen	impuestos	por	una	doble
consideración:	que	el	Derecho	Administrativo	es	esencialmente	la	rama	jurídica	reguladora	de	la	organiza‐
ción	y	funcionamiento	de	la	Administración	pública,	lo	cual	parece	evidente,	y	que	‐por	otra	parte‐	no	toda
la	normativa	aplicable	con	fines	de	organizar	o	hacer	actuar	a	la	Administración	pública	es,	sin	embargo,
Derecho	Administrativo.	Dicho	de	otra	 forma,	 la	necesidad	de	elaboración	de	un	concepto	del	Derecho
Administrativo	viene	impuesta	porque	el	criterio	subjetivo,	la	presencia	de	la	Administración	en	una	relación
jurídica	cualquiera,	es	insuficiente	para	hacer	de	esa	relación	una	sujeta	al	Derecho	Administrativo,	ya	que
a	menudo	ésta	se	somete	al	Derecho	privado	al	actuar	sin	imperium.

De	acuerdo	con	las	dos	notas	fundamentales	citadas,	esto	es,	el	Derecho	Administrativo	es	el	Derecho	de	la
Administración,	y	el	Derecho	Administrativo	es	un	Derecho	distinto	del	privado	y,	por	consiguiente	público,
ENTRENA	CUESTA	define	el	Derecho	Administrativo	como	“el	conjunto	de	normas	de	Derecho	Público
interno	que	regulan	la	organización	y	actividad	de	las	Administraciones	públicas”.

Por	su	parte,	GARCÍA	DE	ENTERRÍA,	después	de	recordar	la	existencia	de	dos	clases	de	Derechos:	Derechos
generales	y	Derechos	estatutarios,	entiende	que	el	Derecho	Administrativo	no	es	el	Derecho	propio	de	unos
órganos	o	de	un	poder,	ni	tampoco	el	Derecho	propio	de	una	función,	sino	un	Derecho	de	naturaleza	estatuta‐
ria,	en	cuanto	se	dirige	a	la	regulación	de	las	singulares	especies	de	sujetos	que	se	agrupan	bajo	el	nombre
de	Administraciones	Públicas,	sustrayendo	a	estos	sujetos	singulares	del	Derecho	Común.

Para	ZANOBINI	«el	Derecho	administrativo	es	aquella	parte	del	Derecho	público	que	tiene	por	objeto	regular
la	organización,	los	medios	y	las	formas	de	la	actividad	de	las	administraciones	públicas	y	las	consiguientes
relaciones	jurídicas	entre	aquéllas	y	otros	sujetos».

De	estas	definiciones	se	desprenden	los	siguientes	rasgos:



www.temariosenpdf.es Tema 12 - Pág. 1

TEMA	12.‐	LAS	FUENTES	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	(II).	ORDENANZAS	Y
REGLAMENTOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.	PROCEDIMIENTO	DE	ELABORACIÓN
Y	APROBACIÓN.	ESPECIAL	REFERENCIA	AL	AYUNTAMIENTO	DE	VALLADOLID.

1.‐	LA	POTESTAD	NORMATIVA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El	art.	55	del	Real	Decreto	Legislativo	781/1986,	por	el	que	aprueba	el	Texto	Refundido	de	las	disposiciones
legales	vigentes	en	materia	de	Régimen	Local,	establece	que	“en	la	esfera	de	su	competencia,	las	Entidades
locales	podrán	aprobar	Ordenanzas	y	Reglamentos,	y	los	Alcaldes	dictar	Bandos.	En	ningún	caso	contendrán
preceptos	opuestos	a	las	leyes”.

Todo	ello	a	consecuencia	de	la	potestad	reglamentaria	reconocida	a	las	Entidades	Locales	por	el	art.	4	de	la
Ley	7/1985,	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local	(LRBRL).

2.‐	CONCEPTOS	GENERALES

2.1.‐	POTESTAD	REGLAMENTARIA

Las	Ordenanzas	y	Reglamentos	son	la	expresión	concreta	de	la	potestad	reglamentaria	que	se	reconoce	a	las
Entidades	que	integran	la	Administración	local,	consecuencia	de	la	autonomía	de	la	que	gozan.

Se	 denomina	 potestad	 reglamentaria	 al	 poder	 en	 virtud	 del	 cual	 la	 Administración	 dicta	 reglamentos.
Constituye	su	potestad	más	intensa	e	importante,	puesto	que	implica	participar	en	la	formación	del	ordena‐
miento	jurídico.	De	este	modo,	la	Administración	no	es	sólo	un	sujeto	de	Derecho	sometido	como	los	demás
a	un	ordenamiento	que	le	viene	impuesto,	sino	que	tiene	la	capacidad	de	formar,	en	una	cierta	medida,	su
propio	ordenamiento.

El	art.	4.1.a)	LRBRL	atribuye	la	potestad	reglamentaria,	en	todo	caso,	a	los	Municipios,	Provincias	e	Islas	en
su	calidad	de	Administraciones	Públicas	territoriales,	pudiendo	aplicarse	a	las	otras	Entidades	Locales	si	la
legislación	de	las	Comunidades	Autónomas	lo	concreta.

La	potestad	normativa	de	los	Entes	Locales	se	manifiesta	en	normas	jurídicas	de	varias	clases,	que	pueden
clasificarse	de	la	forma	siguiente:

•	Por	el	sujeto	del	que	proceden:

‐De	la	Corporación:	Ordenanzas	y	Reglamentos
‐Del	Presidente:	Bandos

•	Por	la	materia	que	regulan:
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TEMA	13.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO:	CARACTERÍSTICAS	GENERALES.
REQUISITOS.	LA	MOTIVACIÓN	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	VALIDEZ
Y	EFICACIA.	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD.	NOTIFICACIÓN	Y	PUBLICACIÓN.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	DE	ACTO	ADMINISTRATIVO

Puede	definirse	al	acto	administrativo	como	cualquier	declaración	de	voluntad,	de	deseo,	de	conocimiento
o	de	juicio	realizada	por	un	órgano	de	la	Administración	Pública	en	el	ejercicio	de	una	potestad	administrati‐
va.	Y	también,	de	una	forma	más	breve,	como	acto	jurídico	realizado	por	la	Administración	con	arreglo	al
Derecho	Administrativo.	O	como	toda	declaración	jurídica,	unilateral	y	ejecutiva,	en	virtud	de	la	cual	la
Administración	tiende	a	crear,	reconocer,	modificar	o	extinguir	situaciones	jurídicas	objetivas.

La	Ley	39/2015	no	da	un	concepto	de	acto	administrativo,	si	bien	el	art.	34	da	por	sentada	su	existencia
cuando	manifiesta	que	“Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo	que	“El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”.	Establecido	el	concepto,	se	pueden	señalar	las	siguien‐
tes	características	de	los	actos	administrativos:

1ª.‐	El	acto	administrativo	es	un	acto	jurídico:	consiste	en	una	declaración,	lo	que	excluye	las	actividades
materiales	de	la	Administración	(actividades	instrumentales	como	una	llamada	por	teléfono,	un	requeri‐
miento	de	documentación,	el	otorgamiento	de	un	plazo,	etc).

2ª.‐	La	declaración	puede	ser	de	voluntad,	de	juicio,	de	conocimiento	y	de	deseo:

‐Entre	 las	declaraciones	de	voluntad	están	 las	autorizaciones	o	 licencias	 (permiten	realizar	una
actividad	o	una	obra),	las	sanciones	o	prohibiciones,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	juicio	se	pueden	citar	los	actos	consultivos,	los	informes,	los	actos	de
intervención	y	fiscalización	financiera,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	están	los	certificados,	las	anotaciones	o	registro	de	títulos,
los	levantamientos	de	actas,	etc.

‐Como	declaraciones	de	deseo	están	las	propuestas	o	peticiones	de	un	órgano	a	otro.

3ª.‐	El	acto	administrativo	ha	de	proceder	de	una	Administración,	lo	que	implica	que	no	puedan	ser
considerados	actos	administrativos:
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TEMA	14.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.	CONCEPTO	Y	CLASES.
LA	REVISIÓN	DE	OFICIO	Y	LA	DECLARACIÓN	DE	LESIVIDAD.

1.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.‐	CONCEPTO	Y	CARACTERES

Un	recurso	administrativo	puede	definirse	como	la	impugnación	de	un	acto	administrativo	ante	un
órgano	de	este	carácter.	Así,	los	recursos	administrativos	son	actos	del	ciudadano	mediante	los	que	éste
pide	a	la	propia	Administración	la	revocación	o	reforma	de	un	acto	administrativo	(o	de	una	disposición
de	carácter	general	de	rango	inferior	a	la	Ley),	en	base	a	un	título	jurídico	específico.

Junto	a	esta	definición	inicial	de	los	recursos	administrativos	hay	que	recoger	la	existencia	en	nuestro
sistema	jurídico	de	un	doble	sistema	de	recursos,	que	reconoce	a	los	destinatarios	de	los	actos	adminis‐
trativos	la	posibilidad	de	impugnarlos	ante	la	propia	Administración	que	los	dictó	o	ante	los	Tribunales
de	Justicia,	en	este	caso	ante	la	jurisdicción	contencioso‐administrativa.	Duplicidad	de	recursos,	adminis‐
trativos	y	jurisdiccionales,	que	constituyen	en	principio	una	doble	garantía	para	los	ciudadanos	y	que
generalmente	no	tiene	carácter	alternativo	sino	acumulativo	o	sucesivo:	el	acto	o	disposición,	unas	veces
puede	otras	debe,	ser	impugnado	primero	ante	la	propia	Administración	que	lo	dictó	y	sólo	después,
desestimada	expresa	o	tácitamente	aquella	primera	impugnación,	puede	plantearse	una	segunda	ante	los
Tribunales	contencioso‐administrativos.

Así	pues,	los	rasgos	fundamentales	de	los	recursos	administrativos	y	que	caracterizan	en	nuestro	ordena‐
miento	el	sistema	de	recursos,	son:

‐Su	finalidad	impugnatoria	de	actos	o	disposiciones	que	se	estimen	contrarios	a	derecho.

‐El	papel	de	garantía	de	los	ciudadanos	frente	a	la	Administración.

‐Su	concepción	como	trámite	previo,	unas	veces	potestativo,	otras	preceptivo	o	previo	de	la	impug‐
nación	ante	los		Tribunales	contencioso‐administrativos.

1.2.‐	PRINCIPIOS	GENERALES

Objeto	y	clases.‐	Contra	las	resoluciones	y	los	actos	de	trámite,	si	estos	últimos	deciden	directa	o	indirec‐
tamente	el	fondo	del	asunto,	determinan	la	imposibilidad	de	continuar	el	procedimiento,	producen
indefensión	o	perjuicio	irreparable	a	derechos	e	intereses	legítimos,	podrán	interponerse	por	los
interesados	los	recursos	de	alzada	y	potestativo	de	reposición,	que	cabrá	fundar	en	cualquiera	de	los
motivos	de	nulidad	o	anulabilidad	previstos	en	esta	Ley.

La	oposición	a	los	restantes	actos	de	trámite	podrá	alegarse	por	los	interesados	para	su	considera‐
ción	en	la	resolución	que	ponga	fin	al	procedimiento.
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TEMA	15.‐	EL	PROCEDIMIENTO	SANCIONADOR.	PRINCIPIOS	DE
LA	POTESTAD	SANCIONADORA.	CLASES	DE	INFRACCIONES	Y	SANCIONES.

LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	LA	POTESTAD	SANCIONADORA

1.1.- FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL

Por sanción se entiende en un sentido amplio un mal impuesto por el poder del Estado a un ciudadano como
consecuencia de una conducta ilegal. En nuestro ordenamiento, tal como reconoce la Constitución, este mal
puede ser impuesto tanto por el poder judicial como por el ejecutivo, a diferencia del sistema judicialista
anglosajón que -basado en una estricta aplicación del principio de división de poderes- reserva a los jueces
la imposición de toda clase de pena y castigos.

La Constitución reconoce la potestad sancionadora de la Administración en el art. 25, que al establecer el
principio de legalidad en materia punitiva se refiere a la penal y a la administrativa cuando afirma que “Nadie
puede	ser	condenado	o	sancionado	por	acciones	u	omisiones	que	en	el	momento	de	producirse	no	constituyan
delito,	falta	o	infracción	administrativa	según	la	legislación	vigente	en	aquel	momento”, añadiendo que “La
Administración	civil	no	podrá	 imponer	 sanciones	que,	directa	o	 subsidiariamente,	 impliquen	privación	de
libertad”, lo que a	sensu	contrario significa que sí puede imponer otro tipo de sanciones (como una multa).

Consecuentemente con estos preceptos, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha confirmado la
legitimidad de la potestad sancionadora de la Administración, entendiendo que no cabe duda de que, en un
sistema en que rigiera de manera estricta y sin fisuras la división de los poderes del Estado, la potestad
sancionadora debería constituir un monopolio judicial y no podría estar en manos de la Administración. Pero
un sistema semejante no ha funcionado nunca históricamente y es lícito dudar que fuera incluso viable, por
razones entre las que estarían la conveniencia de no recargar en exceso las actividades de la Administración
de Justicia, como consecuencia de ilícitos de gravedad menor, la conveniencia de dotar de una mayor eficacia
al aparato represivo en este tipo de ilícitos y la conveniencia de una mayor inmediación de la autoridad
sancionadora respecto de los hechos sancionados.

Con el reconocimiento constitucional de la potestad sancionadora de la Administración, la Constitución se
inscribe en el sistema que rige hoy en la Europa continental (con la particularidad de Francia, que cuenta con
tribunales específicos para las sanciones administrativas), y que obedece fundamentalmente a razones
organizativas y funcionales que difícilmente pueden solucionarse con otras alternativas.

Por otra parte, la coexistencia del poder punitivo judicial con la potestad sancionadora de la Administración
como manifestación de su ius	puniendi no significa en modo alguno equivalencia entre ellas, pues la Constitu-
ción veta  a la Administración la posibilidad de imponer penas privativas de libertad,, que solamente pueden
hacerlo los jueces y tribunales. Además, mientras que la Constitución atribuye a las penas la finalidad de
reeducación y reinserción social, las sanciones administrativas buscan una finalidad represiva más pragmáti-
ca de restablecer el orden jurídico infringido.
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TEMA	16.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN:	CONCEPTO,
NATURALEZA	Y	PRINCIPIOS	GENERALES.	FASES	DEL	PROCEDIMIENTO:

INICIACIÓN,	ORDENACIÓN,	INSTRUCCIÓN	Y	FINALIZACIÓN.
LA	OBLIGACIÓN	DE	RESOLVER.	EL	SILENCIO	ADMINISTRATIVO.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN

1.1.‐	CONCEPTO	Y	NATURALEZA

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO:	La	definición	habitual	puede	ser	bien	el	método	para	ejecutar	algunas
cosas,	o	bien	la	actuación	que	se	lleva	a	cabo	mediante	trámites	administrativos	o	judiciales.

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	La	Exposición	de	Motivos	de	la	Ley	de	Procedimiento
Administrativo	de	1958	lo	definió	como	“cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y	de	una	forma	más	concisa,	el	artículo	105.c)	de	la	Consti‐
tución	lo	define	indirectamente	como	“procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	adminis‐
trativos”.

Actualmente	la	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Adminis‐
traciones	Públicas,	lo	define	como	el	conjunto	ordenado	de	trámites	y	actuaciones	formalmente	realiza‐
das,	según	el	cauce	legalmente	previsto,	para	dictar	un	acto	administrativo	o	expresar	la	voluntad	de	la
Administración.

El	procedimiento	administrativo	es,	en	definitiva,	la	forma	en	que	han	de	producirse	los	actos	adminis‐
trativos,	que	deberán	ajustarse	al	procedimiento	establecido.	Como	consecuencia	de	los	pasos	y	resulta‐
dos	obtenidos	en	las	distintas	fases	del	procedimiento	se	forma	un	expediente,	en	el	que	figuran	los
diferentes	 documentos	 generados,	 que	 habitualmente	 son	 escritos.	 El	 expediente	 será	 la	 base	 que
permitirá	llegar	a	una	resolución	final,	que	contiene	la	decisión	de	la	Administración.

CONCEPTO	 DE	 PROCEDIMIENTO	 ADMINISTRATIVO	 COMÚN.‐	 El	 artículo	 149.1.18.	 de	 la	 Constitución
distingue	entre	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las	administraciones	públicas,	que	habrán	de	garantizar
al	administrado	un	tratamiento	común	ante	ellas;	el	procedimiento	administrativo	común,	sin	perjuicio
de	las	especialidades	derivadas	de	la	organización	propia	de	las	Comunidades	Autónomas	y	el	sistema
de	responsabilidad	de	todas	las	Administraciones	Públicas.

La	Ley	39/2015	recoge	esta	concepción	constitucional	de	distribución	de	competencias	y	regula	el
procedimiento	administrativo	común,	de	aplicación	general	a	todas	las	Administraciones	Públicas	y	fija
las	garantías	mínimas	de	los	ciudadanos	respecto	de	la	actividad	administrativa.	Esta	regulación	no	agota
las	competencias	estatales	o	autonómicas	de	establecer	procedimientos	específicos	por	razón	de	 la
materia	que	deberán	respetar,	en	todo	caso,	estas	garantías.	La	Constitución	establece	la	competencia
de	las	Comunidades	Autónomas	para	establecer	las	especialidades	derivadas	de	su	organización	propia
pero	además,	como	ha	señalado	la	jurisprudencia	constitucional,	no	se	puede	disociar	la	norma	sustanti‐
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TEMA	17.‐	EL	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	PRINCIPIOS	DE
ACTUACIÓN	Y	FUNCIONAMIENTO.	LA	ATRIBUCIÓN	DE	COMPETENCIAS	A
LOS	ÓRGANOS	ADMINISTRATIVOS:	DELEGACIÓN,	DESCONCENTRACIÓN,

AVOCACIÓN,	ENCOMIENDA	DE	GESTIÓN,	DELEGACIÓN	DE
FIRMA	Y	SUPLENCIA.	LOS	ÓRGANOS	COLEGIADOS.

1.‐	EL	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- REGULACIÓN LEGAL

Mediante Ley 40/2015 se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada en vigor se
produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Tiene 158 artículos, con la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, ppios. de actuación y funcionamiento del sector público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las AA.PP.

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios

• TÍTULO I. Administración General del Estado

CAPÍTULO I. Organización administrativa
CAPÍTULO II. Los Ministerios y su estructura interna
CAPÍTULO III. Órganos territoriales
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TEMA	18.‐	LOS	CONTRATOS	ADMINISTRATIVOS.	DISPOSICIONES	GENERALES
SOBRE	LA	CONTRATACIÓN	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	DELIMITACIÓN	DE
LOS	TIPOS	CONTRACTUALES.	TIPOS	DE	TRAMITACIÓN	Y	FORMAS
DE	ADJUDICACIÓN	DE	LOS	CONTRATOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:
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TEMA	19.‐	EL	PRESUPUESTO	MUNICIPAL:	CONCEPTO	Y	ESTRUCTURA.
ORDENACIÓN	DE	GASTOS	Y	ORDENACIÓN	DE	PAGOS.	ÓRGANOS	COMPETENTES.

1.‐	EL	PRESUPUESTO	DE	LAS	ENTIDADES	PÚBLICAS

En el lenguaje cotidiano, un presupuesto es el cómputo anticipado del coste de una obra o inversión, o de los
gastos e ingresos de una institución pública o privada.

En el ámbito administrativo, el presupuesto constituye la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los
derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman
parte de un sector público determinado: Estado, Comunidad Autónoma, Corporación Local, Ente Público,
Universidad Pública...

El presupuesto público persigue reflejar los gastos y los ingresos previstos para un ámbito determinado del
Sector Público en un período de tiempo determinado. Esto significa que mide, habitualmente para el interva-
lo de un año, los créditos que como máximo se destinarán a las distintas partidas de gastos, así como las
previsiones de recaudación y la estimación de los fondos provenientes de otras fuentes de ingresos. El
presupuesto público constituye, asimismo, un documento político que recoge la declaración de intenciones
de un gobierno cuantificada monetariamente para un ejercicio anual. El presupuesto público, por tanto,
sintetiza desde la perspectiva económica y financiera el plan de actuación que presidirá la gestión pública
y, en este sentido, deberá responder a las siguientes cuestiones:

• Qué hacer: qué políticas se van a llevar a cabo.

• Quién puede gastar y hasta qué límite: clasificación orgánica del gasto.

• Para qué se hará el gasto: clasificación funcional y por programas del presupuesto.

• Cómo se hará el gasto: clasificación económica del gasto público.

• Cómo se va a recaudar y conseguir los ingresos necesarios: clasificación económica de los ingresos
necesarios.

Las características fundamentales, por tanto, de la institución presupuestaria son las siguientes:

-El carácter jurídico del documento presupuestario: el presupuesto es una previsión normativa que ha
de ser aprobada por el Parlamento (u órgano competente en otra Administración Pública) y es obligato-
ria para el órgano de gobierno. Resulta, en consecuencia, de necesario cumplimiento para el Gobierno
y la Administración, lo cual es especialmente relevante para el caso de los gastos previstos, ya que estos
establecen el límite máximo que pueden realizarse, mientras que en los ingresos se trata de una simple
previsión.



www.temariosenpdf.es Tema 20 - Pág. 1

TEMA	20.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	CLASES	DE
PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.	ADQUISICIÓN	PÉRDIDA

DE	LA	CONDICIÓN	DE	FUNCIONARIO.	EL	SISTEMA	DE	DERECHOS	Y
DEBERES	EN	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.

1.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

El personal al servicio de las entidades locales estará integrado por funcionarios de carrera, contratados en
régimen de derecho laboral y personal eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento
especial.

1.1.- FUNCIONARIOS

DEFINICIÓN.- Son funcionarios de la Administración Local las personas simuladas a ella por una relación de
servicios profesionales y retribuidos, regulada por el Derecho Administrativo.

Son funcionarios de carrera de la Administración Local los que, en virtud de nombramiento legal, desem-
peñen servicios de carácter permanente en una Entidad local, figuren en las correspondientes plantillas
y perciban sueldos o asignaciones fijas con cargo a las consignaciones de personal del presupuesto de
las Corporaciones.

ESTRUCTURA.- Los funcionarios de carrera que no ocupen puestos de trabajo reservados a funcionarios con
habilitación de carácter nacional se integrarán en las escalas, subescalas, clases y categorías de cada
Corporación, con arreglo a lo que se previene en la Ley.

Las subescalas, clases y categorías quedarán agrupadas conforme a la legislación básica del Estado en
los grupos que ésta determine, de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso.

RESERVA DE FUNCIONES.- Corresponde a los funcionarios de carrera el desempeño de los puestos de
trabajo que tengan atribuidas las funciones que impliquen ejercicio de autoridad, las de fe pública y
asesoramiento legal preceptivo, las de control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera
y presupuestaria, las de contabilidad y tesorería, así como las que en su desarrollo y en orden a la
clasificación de puestos, se determinen en las normas estatales sobre confección de las relaciones de
puestos de trabajo y descripción de puestos de trabajo-tipo.

CLASES DE FUNCIONARIOS.- La Función Pública Local tiene la particularidad de contar con dos clases de
personal funcionario:

-Funcionarios con habilitación de carácter estatal
-Resto de funcionarios
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TEMA	21.‐	LA	ATENCIÓN	AL	PÚBLICO.	ACOGIDA	E	INFORMACIÓN	A
LOS	CIUDADANOS	Y	USUARIOS.	ATENCIÓN	A	LAS	PERSONAS	CON	DISCAPACIDAD.

1.‐	ATENCIÓN	AL	PÚBLICO

La	comunicación	cara	a	cara	es	la	forma	idónea	de	comunicación.	En	ella	utilizamos	no	sólo	la	palabra	sino
toda	una	gama	de	recursos	expresivos	como	el	gesto,	la	mirada,	la	postura,	es	decir,	lo	que	se	ha	denominado
el	lenguaje	corporal,	que	contribuyen	a	una	mejor	comunicación.

Es	una	comunicación	inmediata,	no	transcurre	ningún	lapso	de	tiempo	entre	la	formulación	de	la	pregunta
y	la	respuesta.

Hay	una	interrelación	mutua,	a	través	del	mecanismo	de	retroalimentación	que	va	depurando	la	comunica‐
ción	de	elementos	accesorios	y	subjetivos	hasta	lograr	una	correcta	interpretación	de	los	mensajes.

1.1.‐	CONDICIONES	MATERIALES

Es	de	sobras	conocido	el	influjo	que	el	medio	físico,	es	decir,	la	configuración	del	espacio	y	los	elementos	a
él	incorporados	ejercen	sobre	la	conducta.

La	comunicación	puede	verse	facilitada	o	dificultada	por	el	ambiente	en	que	se	produce.	Por	ello,	las	oficinas
de	información	deberían	cumplir	ciertos	requisitos	en	cuanto	a	emplazamiento,	características	y	organiza‐
ción	del	local:

‐Deberán	situarse	en	puntos	estratégicos	de	las	ciudades,	con	buenas	comunicaciones.	Su	acceso	deberá
ser	directo	desde	la	calle	y	contar	con	la	señalización	adecuada.

‐El	local	debe	ser	amplio,	bien	iluminado,	de	uso	exclusivo,	con	mobiliario	funcional	y	distribuido	de
forma	que	permita	preservar	la	intimidad	de	las	comunicaciones,	que	garantice	unas	condiciones	de
mínimo	confort	tanto	para	el	 informador	como	para	su	interlocutor,	que	ofrezca	facilidades	para	la
lectura	y	la	consulta	de	documentos.

‐Hay	que	evitar	en	la	medida	de	lo	posible	la	formación	de	colas	y,	cuando	no	puedan	evitarse,	deben
organizarse	(números,	turnomatic...)	procurando	que	exista	un	lugar	de	espera	con	asientos.

‐También	debe	disponerse	de	un	espacio	con	mesas	y	sillas	para	que	el	público	pueda	consultar	docu‐
mentos,	tomar	notas,	rellenar	impresos,	etc.

1.2.‐	EL	PERSONAL	DE	ATENCIÓN	AL	PÚBLICO	Y	SU	IDENTIFICACIÓN	CORPORATIVA

El	personal	de	atención	al	público	representa	el	primer	punto	de	contacto	entre	la	Administración	y	el
ciudadano,	y	ofrece	a	éste	su	cara	real,	su	voz,	su	eficacia	y,	por	tanto,	su	voluntad	de	servicio,	e	incluso	puede
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TEMA	22.‐	LA	INFORMACIÓN	ADMINISTRATIVA:	GENERAL	Y	PARTICULAR.
LA	CALIDAD	EN	LA	PRESTACIÓN	DE	ESTOS	SERVICIOS.

INICIATIVAS,	RECLAMACIONES	Y	QUEJAS.

1.‐	LA	INFORMACIÓN	ADMINISTRATIVA

1.1.‐	CONCEPTO

El	diccionario	de	la	Real	Academia	de	la	Lengua	Española,	entre	otras	acepciones,	dice	que	informar	significa
enterar,	dar	noticia	de	una	cosa.

Más	explícita	y	ajustada	a	la	materia	del	presente	curso	es	la	definición	de	información	administrativa	que
se	contiene	en	el	artículo	1	del	Real	Decreto	208/1996,	por	el	que	se	regulan	los	servicios	de	información
administrativa	y	atención	al	ciudadano,	que	califica	a	dicha	información	como	cauce	adecuado	a	través	del
cual	los	ciudadanos	pueden	acceder	al	conocimiento	de	sus	derechos	y	obligaciones,	y	a	la	utilización	de	los
bienes	y	servicios	públicos.

1.2.‐	TIPOS	DE	INFORMACIÓN	ADMINISTRATIVA

‐POR	RAZÓN	DE	LA	MATERIA:

a)	Información	general,	que	es	la	información	administrativa:

‐Relativa	a	la	identificación,	fines,	competencia,	estructura,	funcionamiento	y	localización	de	organismos
y	unidades	administrativas

‐Referida	a	los	requisitos	jurídicos	o	técnicos	que	las	disposiciones	impongan	a	los	proyectos,	actuaciones
o	solicitudes	que	los	ciudadanos	se	propongan	realizar

‐Referente	a	la	tramitación	de	procedimientos,	a	los	servicios	públicos	y	prestaciones,	así	como	a	cuales‐
quiera	otros	datos	que	los	ciudadanos	tengan	necesidad	de	conocer	en	sus	relaciones	con	las	Administra‐
ciones	Públicas,	en	su	conjunto,	o	con	alguno	de	sus	ámbitos	de	actuación.	

Este	tipo	de	información	se	facilitará	obligatoriamente	a	los	ciudadanos,	sin	exigir	para	ello	la	acredita‐
ción	de	legitimación	alguna.	

Además,	cuando	resulte	conveniente	una	mayor	difusión,	la	información	de	carácter	general	deberá
ofrecerse	a	los	grupos	sociales	o	instituciones	que	estén	interesados	en	su	conocimiento.	

Se	utilizarán	los	medios	de	difusión	que	en	cada	circunstancia	resulten	adecuados,	potenciando	aquellos
que	permitan	la	información	a	distancia,	ya	se	trate	de	publicaciones,	sistemas	telefónicos	o	cualquier
otra	forma	de	comunicación	que	los	avances	tecnológicos	permitan.	
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TEMA	23.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA	EN	LAS	FUNCIONES	DE
INFORMACIÓN	Y	ATENCIÓN	AL	CIUDADANO.	EL	TELÉFONO	DE	ATENCIÓN	010.

LA	SEDE	ELECTRÓNICA	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	VALLADOLID.

INTRODUCCIÓN

Las	Tecnologías	de	la	Información	y	las	Comunicaciones,	y	en	particular	Internet,	juegan	un	papel	cada	vez
más	relevante	en	la	sociedad.	El	96,1%	de	ciudadanos	disponen	de	teléfono	móvil,	el	53,7%	utilizan	móviles
inteligentes	o	smartphones,	el	50	%	hacen	uso	de	las	redes	sociales,	y	el	45%	utilizan	la	banca	electrónica.
En	el	caso	de	los	jóvenes	estos	porcentajes	suben	considerablemente,	llegando	a	un	90%	de	los	jóvenes	con
perfil	en	redes	sociales	y	al	53,6%	los	que	utilizan	 la	banca	electrónica.	En	 los	próximos	años	veremos
aumentar	estas	cifras	de	manera	notable.

En	el	caso	de	las	empresas,	desde	las	multinacionales	a	las	PYMES,	dependen	cada	vez	en	mayor	medida	de
una	utilización	 inteligente	de	 las	Tecnologías	de	 la	 Información,	que	se	ha	conformado	como	un	 factor
necesario,	incluso	de	supervivencia,	para	la	continuidad	de	la	actividad	empresarial.	

Ante	este	escenario,	la	Administración	ha	de	posicionarse	en	la	vanguardia	del	uso	de	nuevas	tecnologías
para	hacer	de	tractor	de	la	sociedad	y	economía	españolas.	Debe	ser	capaz	de	adaptarse	de	manera	ágil	a	las
nuevas	demandas,	proporcionar	información	y	servicios	digitales	en	cualquier	momento,	en	cualquier	lugar
y	de	la	forma	más	conveniente	para	el	ciudadano	y	los	empleados	públicos,	en	las	condiciones	adecuadas	de
confianza	y	seguridad,	así	como	habilitar	canales	de	comunicación	a	través	de	los	cuales	se	pueda	participar
en	la	definición	e	incluso	en	el	diseño	de	los	servicios	públicos,	de	forma	que	éstos	se	adapten	mejor	a	sus
necesidades	reales.	Para	ello	ha	de	emprender	una	transformación	integral	y	convertirse	en	una	Administra‐
ción	Digital.

En	el	año	2020	la	Administración	española	ha	de	ser	digital,	de	manera	que	las	tecnologías	de	la	información
y	las	comunicaciones	estén	tan	integradas	en	la	organización	que	ciudadanos	y	empresas	prefieran	la	vía
electrónica	 para	 relacionarse	 con	 la	Administración	por	 ser	 la	más	 sencilla	 e	 intuitiva,	 que	 exista	 una
colaboración	fluida	con	los	agentes	interesados	para	poder	prestar	un	servicio	integral	al	ciudadano,	que	se
impulse	la	innovación	continua	y	la	transparencia	de	los	procesos	administrativos,	que	se	generen	eficiencias
internas	y	se	aumente	la	productividad	de	los	empleados	públicos.

Para	acometer	tal	transformación,	hay	que	tener	presente	el	punto	de	partida.	La	Ley	11/2007	dio	un	gran
impulso	a	la	modernización	de	la	Administración	española	al	consagrar	el	derecho	de	los	ciudadanos	a
relacionarse	electrónicamente	con	la	Administración.	Tal	premisa	supuso	la	obligación	correlativa	para	la
Administración	de	introducir	los	medios	electrónicos	en	las	distintas	fases	de	los	procedimientos	administra‐
tivos	que	implicaran	una	interacción	con	el	ciudadano.

Gracias	a	los	esfuerzos	realizados,	en	la	actualidad	España	se	encuentra	en	los	primeros	puestos	de	la	Unión
Europea	en	disponibilidad	de	servicios	públicos	on‐line,	de	acuerdo	a	los	estudios	de	la	CE	y	la	ONU.	Aunque
el	interfaz	externo	de	los	servicios	públicos	ha	sido	digitalizado	en	su	mayor	parte,	la	tramitación	interna	por
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TEMA	24.‐	EL	REGISTRO	DE	DOCUMENTOS:	FUNCIONES.	CONCEPTOS	DE
PRESENTACIÓN,	RECEPCIÓN,	ENTRADA	Y	SALIDA	DE	DOCUMENTOS.	FORMAS
DE	PRESENTACIÓN	DE	DOCUMENTOS.	LA	UTILIZACIÓN	DE	LAS	TIC’S	PARA
LA	PRESENTACIÓN	DE	DOCUMENTOS:	LA	PRESENTACIÓN	TELEMÁTICA.

1.‐	EL	REGISTRO	DE	DOCUMENTOS

1.1.‐	CONCEPTO

Según	la	RAE	un	registro,	en	las	diversas	dependencias	de	la	Administración	Pública,	es	el	departamento
especial	donde	se	entrega,	anota	y	registra	la	documentación	referente	a	ellas,	y	también	el	asiento	que
queda	de	lo	que	se	registra.	De	dicha	definición	se	deduce	que	el	registro	hace	referencia	tanto	al	lugar	donde
se	centraliza	la	entrada	y/o	salida	de	documentos,	como	a	los	propios	libros	u	otros	medios	donde	será
anotada	y	referida	toda	la	documentación	de	entrada	y/o	salida	que	tiene	lugar.

La	finalidad	básica	del	registro	en	términos	generales	es	el	control	de	todos	los	documentos	que	entran	y/o
salgan	en	los	diferentes	órganos	de	la	entidad.

1.2.‐	CLASES

P	Registro	General:	ejerce	funciones	de	recepción	y	remisión	de	solicitudes,	escritos	y	comunicaciones
para	uno	o	varios	órganos	administrativos.	Todo	órgano	administrativo	 tendrá	asignada	una	única
oficina	de	registro	general,	sin	perjuicio	de	que	ésta	tenga	tal	carácter	para	varios	órganos	administrati‐
vos.	Puede	ser	de	dos	tipos:

•	Registro	general	de	entrada:	se	hará	el	correspondiente	asiento	de	todo	escrito	que	se	reciba,	y	se
pueden	utilizar	dos	procedimientos:

‐De	registro	único:	un	libro	para	los	diferentes	departamentos	de	un	mismo	órgano.

‐De	registro	múltiple:	un	libro	por	cada	departamento	de	la	misma	entidad	que	reciba	correspon‐
dencia.

•	Registro	general	de	salida:	se	anotará	la	salida	de	los	escritos	y	comunicaciones	oficiales	dirigidas
a	otros	órganos	o	a	particulares.	Pueden	utilizarse	procedimiento	de	registro	único	o	múltiple.

P	Registro	Auxiliar:	los	órganos	administrativos	podrán	crear	en	las	unidades	administrativas	correspon‐
dientes	de	su	propia	organización	otros	registros	con	el	fin	de	facilitar	la	presentación	de	escritos	y
comunicaciones.	Dichos	registros	serán	auxiliares	del	registro	general,	al	que	comunicarán	toda	anota‐
ción	que	efectúen.	Tienen	la	consideración	de	oficinas	de	registro	auxiliares	aquellas	que,	ejerciendo
idénticas	funciones	y	para	los	mismos	órganos	administrativos	que	la	oficina	de	registro	general,	se
encuentran	situadas	en	dependencias	diferentes	de	aquélla.	De	cada	oficina	de	registro	general	podrán
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TEMA	25.‐	EL	ARCHIVO	DE	LOS	DOCUMENTOS	ADMINISTRATIVOS:	CLASES	DE
ARCHIVOS	Y	CRITERIOS	DE	ORDENACIÓN.	EL	ACCESO	A	LOS	DOCUMENTOS

ADMINISTRATIVOS:	SUS	LIMITACIONES	Y	FORMAS	DE	ACCESO.

1.‐	LOS	ARCHIVOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.- CONCEPTO

Según la RAE, un archivo es el conjunto ordenado de documentos que una persona, una sociedad, una
institución, etc., producen en el ejercicio de sus funciones o actividades; y también el lugar donde se custo-
dian uno o varios archivos.

Según el Consejo Internacional de Archivos (ICA/CIA), la palabra «archivo» tiene tres acepciones:

1ª.- Conjunto de documentos sean cuales sean su fecha, su forma y su soporte material, producidos o
recibidos por toda persona física o moral, y por todo servicios u organismo público o privado, en el
ejercicio de su actividad, y son, ya conservados por sus creadores o por sus sucesores para sus propia
necesidades, ya transmitidos a la institución de archivos competente en razón de su valor archivístico.

2ª.- Institución responsable de la acogida, tratamiento, inventariado, conservación y servicio de los
documentos.

3ª.- Edificio o parte de edificio donde los documentos son conservados y servidos.

Es decir, «archivo» es una palabra polisémica que se refiere tanto a:

• El fondo documental, como conjunto de documentos producidos o recibidos por una persona física o
jurídica en el ejercicio de sus actividades.

• La institución o servicio responsable de la custodia y tratamiento archivístico del fondo.

• El edificio o local donde se custodia dicho fondo.

La Ley 16/1985, del Patrimonio Histórico Español los define en su art. 59.1 como “conjuntos	orgánicos	de
documentos,	o	 la	reunión	de	varios	de	ellos,	reunidos	por	 las	personas	 jurídicas,	públicas	o	privadas,	en	el
ejercicio	de	sus	actividades,	al	servicio	de	su	utilización	para	la	investigación,	la	cultura,	la	información	y	la
gestión	administrativa.	Asimismo,	 se	 entienden	por	archivos	 las	 instituciones	 culturales	donde	 se	 reúnen,
conservan,	ordenan	y	difunden	para	los	fines	anteriormente	mencionados	dichos	conjuntos	orgánicos”.

Una definición completa de «archivo» sería la de “uno	o	más	conjuntos	de	documentos,	sea	cual	sea	su	fecha,
su	forma	y	soporte	material,	acumulados	en	un	proceso	natural	por	una	persona	o	institución	pública	o	privada
en	el	transcurso	de	su	gestión,	conservados,	respetando	aquel	orden,	para	servir	como	testimonio	e	información
para	la	persona	o	institución	que	lo	produce,	para	los	ciudadanos	o	para	servir	de	fuentes	de	historia”.
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TEMA	26.‐	LA	TRANSPARENCIA	ADMINISTRATIVA,	LEGISLACIÓN	Y	ESPECIAL
REFERENCIA	A	SU	APLICACIÓN	EN	EL	AYUNTAMIENTO	DE	VALLADOLID.

LA	PROTECCIÓN	DE	DATOS	DE	CARÁCTER	PERSONAL.

1.‐	LA	TRANSPARENCIA	ADMINISTRATIVA

Definición.- La transparencia  gubernamental consiste en que la información sobre las actividades de los
organismos públicos sea creada y esté a disposición del público, con excepciones limitadas, de manera
oportuna y en formatos de datos abiertos sin límites para la reutilización. Esto incluye la divulgación de
información en respuesta a las solicitudes de la ciudadanía y de manera proactiva, a iniciativa propia de
las entidades públicas. Además de que la información clave acerca de los entes privados esté disponible
ya sea directamente o a través de organismos públicos.

Hablar de transparencia no sólo se refiere a establecer una barrera contra la corrupción y los abusos de
poder, cosa que sin duda consiguen en buena medida los proyectos de apertura de datos, sino básica-
mente de un derecho de todo ciudadano a recibir información sobre lo que hacen los gobiernos con el
dinero de sus impuestos.

Orígenes de la idea de transparencia pública.- A pesar de que los orígenes más remotos del concepto de
transparencia pública datan del siglo XVIII en Suecia, la acepción actual de transparencia y acceso a la
información pública debe buscarse en Estados Unidos, concretamente en la Ley de Libertad de Informa-
ción (FOIA, por sus siglas en inglés). Esta Ley se promulgó en 1966 y estipula que cualquier persona tiene
derecho a solicitar acceso a los registros y a la información de las agencias federales, siempre que tales
registros no estén protegidos por una exención o exclusión de la FOIA. Una ley que obliga, por ejemplo,
a archivar todas las comunicaciones que se realicen en la administración para su posterior consulta a
petición de cualquier ciudadano, incluidos los correos electrónicos. Una ley que de momento no obliga
a archivar las comunicaciones oficiales realizadas a través de Twitter o Facebook, pero que se espera que
en cualquier momento haya alguna sentencia favorable a este punto.

Fue Barack Obama, primero durante su campaña electoral y posteriormente en sus primeros meses
como presidente de Estados Unidos, quien se dio cuenta de las posibilidades políticas de esa transparen-
cia enunciada en la FOIA y comenzó a construir alrededor de la misma todo un discurso que sin duda le
ayudó a conectar con el ciudadano medio de Estados Unidos.

La idea es simple: sólo un ciudadano bien informado de los asuntos públicos puede comprometerse con
el desarrollo político y social de su país, sólo un Gobierno radicalmente transparente puede ofrecer a los
ciudadanos suficientes datos de su gestión como para que estos puedan opinar y participar con conoci-
miento de causa y criterio.

 
Estándares de Transparencia.- Según la Open Government Standards, los estándares de Transparencia son

los siguientes:
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TEMA	27.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA
DE	MUJERES	Y	HOMBRES.	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	LA	LEY.
EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	EN	EL	EMPLEO	PÚBLICO.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES

1.1.- ASPECTOS GENERALES DE LA LEY

• La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, tiene como
finalidad alcanzar la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres y la eliminación de toda discrimi-
nación por razón de sexo, en particular la que afecta a las mujeres.

• Reconoce expresamente a todas las personas el disfrute de los derechos derivados del principio de
igualdad de trato y de la prohibición de discriminación por razón de sexo.

• Obliga por igual a todas las personas físicas y jurídicas que se encuentren o actúen en territorio espa-
ñol, con independencia de cuál sea su nacionalidad, domicilio o residencia.

• La ordenación general de las políticas públicas, bajo la óptica del principio de igualdad y la perspectiva
de género, se plasma en el establecimiento de pautas favorecedoras de la igualdad en políticas como la
educativa, la sanitaria, la artística y cultural, de la información, de desarrollo rural o de vivienda, deporte,
cultura, ordenación del territorio o de cooperación internacional para el desarrollo.

• El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el respeto de los derechos y libertades
fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres.

• Define los conceptos y categorías básicas relativas a la igualdad: el principio de igualdad de trato entre
mujeres y hombres, discriminación directa e indirecta por razón de sexo, y acciones positivas por parte
de los Poderes Públicos para corregir situaciones de desigualdad.

• Legitima a las instituciones públicas con competencias en materia de mujer y a las organizaciones para
la defensa de los derechos de igualdad entre mujeres y hombres, para actuar en determinados procedi-
mientos judiciales.

•Las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos prioritarios aumentar la participación de
las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.

• Establece un marco general para la adopción de las llamadas acciones positivas que permitan alcanzar
la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres.

• Incorpora un importante conjunto de medidas para eliminar y corregir la desigualdad en los distintos
ámbitos de la realidad social, cultural y artística y para el fomento de la igualdad.
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TEMA	28.‐	LA	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:
OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	RIESGOS	Y	MEDIDAS	PREVENTIVAS

ASOCIADAS	AL	PUESTO	DE	TRABAJO	A	DESEMPEÑAR.

1.‐	LA	LEY	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
dores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones
y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico.




